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Mérida, Yucatán; veinticuatro de agosto de dos mil veintiséis. 

V i s t o s para resolver los autos del juicio de amparo 735/2026 del índice 

del Juzgado Sexto de Distrito en el Estado de Yucatán, con residencia en 

esta ciudad, promovido por ******* ****** ****** ******* contra actos 

de la Comisión Especial del Tribunal de Disciplina Judicial del Poder 
Judicial del Estado de Yucatán, con residencia en esta ciudad.

R E S U L T A N D O

PRIMERO. Presentación de la demanda de amparo

El dieciséis de abril de dos mil veintiséis,1 en el buzón judicial de la Oficina 

de Correspondencia Común de los Juzgados de Distrito en el Estado de 

Yucatán, con residencia en esta ciudad, se depositó la demanda de amparo 

presentada por  ******* ****** ****** ****** , contra actos de la 

Comisión Especial del Tribunal de Disciplina Judicial del Poder 
Judicial del Estado de Yucatán, por considerarlos violatorios de los 

derechos fundamentales que precisó.

SEGUNDO. Trámite de la demanda

Por razón de turno, la demanda fue enviada en este Juzgado Sexto de 

Distrito en el Estado de Yucatán. En acuerdo de veinte de abril de dos mil 

veintiséis, se registró con el número de expediente 735/2026 y se previno a 

la parte quejosa para que señalara nombre y domicilio de la parte tercera 

interesada.

Luego, previo desahogo de prevención, en acuerdo de veintiocho siguiente 

se admitió a trámite; se dio la intervención legal que compete al Agente del 

Ministerio Público de la Federación adscrito, se emplazó a la persona 

tercera interesada; y, finalmente, en se celebró la audiencia constitucional 

al tenor del acta que antecede; y

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO. Competencia
1 Foja 1
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2

1. Este Juzgado Sexto de Distrito en el Estado de Yucatán, con 

residencia en Mérida, es competente para conocer y resolver en definitiva 

este amparo, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 103, 

fracción I, y 107, fracción III, inciso b), de la Constitución Federal; 33, 

fracción IV, 37, 107, fracción II, de la Ley de Amparo; 46 y demás relativos 

de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, con relación a los 

acuerdos 104/2022 y 03/2013 del Pleno del Consejo de la Judicatura 

Federal, relativo a la determinación del número y límites Territoriales de los 

Circuitos Judiciales en que se divide la República Mexicana, y al número, a 

la Jurisdicción y Especialización por Materia de los Tribunales de Circuito y 

de los Juzgados de Distrito.

SEGUNDO. Precisión de los actos reclamados

2. El artículo 74, fracción I, de la Ley de Amparo, establece que en las 

sentencias que se dicten en los juicios de amparo, el Juzgador deberá 

indicar en forma clara y precisa el acto reclamado, para lo cual interpretará 

el escrito de demanda en su integridad, con un sentido de liberalidad y no 

restrictivo, e incluso con la totalidad de la información del expediente del 

juicio, para determinar con exactitud la intención del promovente y, de esta 

forma, armonizar los datos y los elementos que lo conforman, sin cambiar 

su alcance y contenido.2

3. En ese sentido, del estudio íntegro de la demanda, se advierte que la 

parte quejosa reclama lo siguiente: 

AUTORIDADES
RESPONSABLES

ACTO
RECLAMADO

Comisión Especial del 
Tribunal de Disciplina 
Judicial del Poder Judicial 
del Estado de Yucatán

► La resolución de veintiséis de marzo 
de dos mil veintiséis dictada en el 
recurso de inconformidad 1/2026, con la 
que confirmó el acuerdo de veintiséis de 
septiembre de dos mil veinticinco, 
emitido por el Titular del Órgano de 
Investigación del Tribunal de Disciplina 
Judicial del Poder Judicial del Estado, en 
el que se determinó la inexistencia de la 
falta administrativa atribuida a  ***** 
********* **** ******* en funciones de 

2 Al respecto, es aplicable la tesis aislada P. VI/2004 del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de 
rubro: “ACTOS RECLAMADOS. REGLAS PARA SU FIJACIÓN CLARA Y PRECISA EN LA SENTENCIA DE 
AMPARO”; Consultable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, tomo XIX, abril 
de 2004, página 255, registro 181810.
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Actuaria adscrita a la Central de Actuaria 
de los Juzgado Civiles, Mercantiles y 
Familiares del Primer Departamento 
Judicial del Estado,   denunciada por la 
aquí quejosa.

TERCERO. Certeza del acto reclamado.

4. Al rendir su informe justificado, el Magistrado Presidente de la 
Comisión Especial del Tribunal de Disciplina Judicial del Poder 
Judicial del Estado de Yucatán, con sede en esta ciudad, señaló que no 

son ciertos los actos reclamados; sin embargo, dicha negativa se 
desvirtúa, toda vez que de las manifestaciones que realizó para sustentar 

su legalidad, se evidencian su existencia.

5. Certeza que se corrobora con las documentales que remitió junto con 

sus informes de ley, consistentes en las copias certificadas de las 

constancias que forman parte del expediente de investigación 

administrativa 33/2024. Documentales a las que se les otorga valor 

probatorio pleno por tratarse de documentos públicos , de conformidad con 

los artículos 312, fracción VIII, 313, y 344 del Código Nacional de 

Procedimientos Civiles y Familiares, de aplicación supletoria, por 

disposición expresa del numeral 2º de la Ley de Amparo.

6. Lo anterior con fundamento también en lo dispuesto por el Pleno 

Regional en Materias Administrativa y Civil de la Región Centro Sur, en la 

tesis de jurisprudencia localizable en la base de datos digital del Semanario 

Judicial de la Federación, con registro número 2032044:

“SUPLETORIEDAD EN EL JUICIO DE AMPARO. EN TÉRMINOS 
DEL ARTÍCULO 2o. DE LA LEY DE AMPARO, ES APLICABLE EL 
CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS CIVILES Y 
FAMILIARES DE FORMA INMEDIATA A PARTIR DE SU ENTRADA 
EN VIGOR, SIN ESTAR CONDICIONADA A LA DECLARATORIA 
DE INICIO DE VIGENCIA PREVISTA EN SUS ARTÍCULOS 
TRANSITORIOS.

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes 
sustentaron criterios contradictorios al determinar qué legislación 
resulta aplicable de manera supletoria en el juicio de amparo o en los 
recursos que de él deriven, conforme al artículo 2o. de la Ley de 
Amparo. Mientras uno estimó que era aplicable de manera supletoria 
el Código Federal de Procedimientos Civiles, no obstante que el 
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4

citado precepto, en su redacción actual, remite al Código Nacional de 
Procedimientos Civiles y Familiares, ya que la declaratoria general de 
entrada en vigor de este código aún no acontecía; el otro sostuvo que 
debía aplicarse supletoriamente el Código Nacional de 
Procedimientos Civiles y Familiares de forma inmediata, pues el texto 
del numeral era claro y categórico, por lo que no procedía 
reinterpretarle, ni añadir condiciones que no estaban en su letra. 

Criterio jurídico: En términos del artículo 2o. de la Ley de Amparo, 
reformado mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el 13 de marzo de 2025, el Código Nacional de 
Procedimientos Civiles y Familiares es aplicable de manera supletoria 
al juicio de amparo y a los recursos que de él deriven, de forma 
inmediata y sin que su aplicación esté condicionada a la declaratoria 
de inicio de vigencia prevista en sus disposiciones transitorias.

Justificación: El juicio de amparo es un medio de control 
constitucional, cuyo fundamento y regulación se encuentran en la 
Constitución, y se desarrolla en la Ley de Amparo. Por tanto, no 
puede ser regulado, limitado o condicionado por otras leyes, aunque 
tengan igual jerarquía.

La Ley de Amparo vigente, a partir de la reforma citada, ya no prevé 
como legislación supletoria al Código Federal de Procedimientos 
Civiles, sino al Código Nacional de Procedimientos Civiles y 
Familiares. 

Así, la declaratoria de inicio de vigencia prevista en el artículo 
segundo transitorio del mencionado código nacional, está diseñada 
para la gradualidad de su operación como legislación procesal 
principal en procedimientos ordinarios, no para impedir su empleo 
como ordenamiento supletorio contemplado por una ley especial 
reglamentaria de la Constitución. 

En el entendido de que la implementación gradual, capacitación e 
infraestructura a que responde el régimen transitorio del Código 
Nacional de Procedimientos Civiles y Familiares, se vincula con su 
funcionamiento como normativa procesal principal en materias civil y 
familiar.

De ahí que el régimen transitorio de un código procesal nacional 
(pensado para justicia ordinaria) no puede condicionar la forma en 
que la Ley de Amparo decide colmar sus lagunas procesales 
mediante supletoriedad, exigiendo congruencia con sus principios. 
Para que opere dicha supletoriedad, deben cumplirse con los 
requisitos establecidos en la tesis de jurisprudencia 2a./J. 34/2013 
(10a.), emitida por la extinta Segunda Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, de rubro: "SUPLETORIEDAD DE LAS LEYES. 
REQUISITOS PARA QUE OPERE.".

Máxime que cuando el legislador quiso sujetar reformas en materia 
de homologación normativa, al esquema de declaratorias graduales 
del Código Nacional, lo estableció expresamente en un decreto 
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diverso. Ese tratamiento no se reprodujo en la aludida reforma a la 
Ley de Amparo, lo que refuerza la conclusión de su operatividad 
inmediata.”

CUARTO. Oportunidad para ejercer la acción constitucional

7. Los artículos 17 y 18 de la Ley de Amparo, establecen los plazos 

para promover el juicio de amparo, y la forma en que se computarán los 

términos para la presentación de la demanda, el cual, en todos los casos 

comenzará desde el día siguiente al en que: (1) haya surtido efectos la 

notificación al quejoso del acto o resolución que reclame, conforme a la ley 

del acto; (2) el quejoso haya tenido conocimiento del acto reclamado, y (3) 

el inconforme se haya ostentado sabedor de los actos. Así, el plazo para 

ejercer la acción de amparo es de quince días, al no ubicarse el acto 

reclamado en alguno de los supuestos de excepción descritos por el 

artículo 17 de la Ley de Amparo. 

8. En el particular, el acto reclamado fue notificado a la parte quejosa, a 

través de cedula de notificación el treinta y uno de marzo de dos mil 
veintiséis, por lo que surtió sus efectos al día hábil siguiente, de 

conformidad con el artículo 733 de la Ley de lo Contencioso.

9. Por lo que el término de quince días transcurrió del siete al 
veintisiete de abril de dos mil veintiséis, sin computarse los sábados y 

domingos, que mediaron entre esas fechas, por ser inhábiles, conforme al 

artículo 19 de la Ley de Amparo, ni los días uno, dos y tres de abril del año 

en curso, al haberse declarado como inhábiles por el Pleno del Órgano de 

Administración Judicial, de ahí que si la demanda de amparo se presentó el 

dieciséis de abril de dos mil veintiséis, es evidente que se presentó en 

tiempo. 

QUINTO. Consideración previa.

10. Cabe señalar, que el acto reclamado deriva de un procedimiento de 

3 Artículo 73.- Las notificaciones surtirán sus efectos, el día hábil siguiente a aquél en que fueren 
hechas. En el caso de las notificaciones realizadas por medio del Boletín Jurisdiccional, surtirán sus 
efectos conforme a lo previsto en el artículo 69 de esta Ley.
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6

responsabilidad administrativa, al respecto el artículo 974, párrafo primero, 

de la Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado de Yucatán, 

establece que éste podrá inicial de oficio o por denuncia, de ahí que surja la 

interrogante respecto del interés jurídico de la parte denunciante, en actos 

derivados de dicho procedimiento.

11. Al respecto, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, al resolver la contradicción de tesis 253/2020, indicó que la 

naturaleza y finalidades de la figura del denunciante, de la etapa de 

investigación y del procedimiento de responsabilidad administrativa es que 

sea un contrapeso a las autoridades del Sistema Nacional de 

Anticorrupción; es decir, pueden impugnar la decisión en la investigación o 

en la resolución de la denuncia o queja interpuesta.

12. Dicho análisis dio a lugar a la jurisprudencia 2a./J. 33/2021 (10a.), 

emitida por la referida Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, consultable en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 

libro 4, agosto de 2021, tomo IV, página 3856, con registro digital 2023419, 

que se transcribe a continuación:

 “RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS. EL DENUNCIANTE TIENE 
INTERÉS JURÍDICO PARA PROMOVER EL JUICIO DE AMPARO 
INDIRECTO CONTRA LA DETERMINACIÓN DE NO INICIAR LA 
INVESTIGACIÓN RELATIVA (LEGISLACIÓN VIGENTE A PARTIR DEL 
2016).

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes, al analizar si 
conforme a la Ley General de Responsabilidades Administrativas, el 
denunciante cuenta con interés necesario para promover amparo indirecto 
contra la decisión de la autoridad de no iniciar la investigación de 
responsabilidad administrativa llegaron a conclusiones distintas, toda vez que 
uno de ellos determinó que el quejoso carece de interés, ya que la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación se pronunció sobre esta cuestión en las 
jurisprudencias 2a./J. 1/2006, 2a./J. 124/2008 y 2a./J. 41/2019 (10a.), mientras 
que el otro determinó que el denunciante sí cuenta con interés en el amparo. 

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que el denunciante sí cuenta con interés jurídico para 
impugnar en amparo indirecto las determinaciones de la autoridad 
investigadora de no iniciar la investigación de responsabilidad administrativa. 

4 Artículo 97. Mecanismos para iniciar investigaciones 
La investigación por la probable responsabilidad de Faltas administrativas iniciará de oficio, por 
denuncia o derivado de las auditorías practicadas por parte de las autoridades competentes o, en su 
caso, de auditores externos.  
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Justificación: Lo anterior, ya que conforme al nuevo régimen de 
responsabilidades, el denunciante ha dejado de ser un simple vigilante para 
convertirse ahora en un actor central del control de la acción pública y 
combate a la corrupción; de ahí que se le otorgó una participación activa tanto 
en la etapa de investigación, como en el procedimiento de responsabilidad 
administrativa, al grado tal que cuenta con la posibilidad de alegar en 
audiencias, aportar pruebas, interponer medios de defensa y, en general, 
realizar cualquier acto que resulte ser necesario para la defensa de sus 
pretensiones. Por tanto, al constituirse como una figura fundamental en el 
control de la acción administrativa, el denunciante está legitimado para 
promover amparo indirecto contra la determinación de no iniciar la 
investigación relativa. De ahí que las razones que daban sustento a las 
jurisprudencias 2a./J. 1/2006, 2a./J. 124/2008 y 2a./J. 41/2019 (10a.), resultan 
inaplicables bajo el nuevo régimen de responsabilidades administrativas. 
Finalmente, se precisa que para acudir al amparo indirecto resulta necesario, 
además, que se actualice alguna excepción al principio de definitividad que así 
lo permita.”.

13. Ahora, si bien es cierto el criterio que se cita analiza la Ley General 

de Responsabilidades Administrativas, resulta aplicable al caso que nos 

ocupa, ya que la ley local también contempla la figura de la parte 

denunciante; en ese orden de ideas, es dable sostener que la aquí quejosa 

cuenta con interés jurídico para instar la acción constitucional en contra de 

la resolución dictada en el recurso de inconformidad que constituye el acto 

reclamado.

SEXTO. Causales de improcedencia.

14. En el caso a estudio, si bien la autoridad responsable señaló que se 

actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción XXI del artículo 

61 de la Ley de Amparo, al considerar que han cesado los efectos del acto 

reclamado, así como la prevista en el artículo 63, fracción IV, al resultar 

inexiste el mismo, dado que determinó la conclusión y archivo del 

expediente, dichas causas de improcedencia resultan infundadas, ya que 

ha criterio de este órgano jurisdiccional en el considerando tercero de esta 

resolución se desvirtúo la inexistencia del acto reclamado, aunado a que en 

el caso que no ocupa no se reclamó una falta de acceso al expediente o 

una omisión en el procedimiento, sino una determinación, la cual es 

existente y sigue generando su efectos jurídicos, de ahí que no pueda 

considerarse su cesación como causa de improcedencia.

SÉPTIMO. Antecedentes del acto reclamado.
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8

15. De las constancias remitidas por la autoridad responsable se advierte 

que en audiencia de cuatro de junio de dos mil veinticuatro5, ******* 

****** ******* ***** z ratificó la denuncia administrativa por hechos 

presuntamente atribuibles a  ***** ********* **** ******* , en funciones 

de Actuaria adscrita a la Central de Actuaría de los Juzgados Civiles, 

Mercantiles y Familiares del Primer Departamento Judicial del Estado.

16. En acuerdo de doce de junio de dos mil veinticuatro6, se dio inicio 

a la investigación, y se requirió al Director de la  ******* ******** ** 

******** *********** ****** ******* *** **** ** 
******* ******* ***** *** ****** ************ ******** *** ****** , para que dentro del término 

de diez días hábiles: el primero, proporcionara la tarjeta checadora de 

entrada y salida de la denunciante; y, el segundo, remitiera copia certificada 

de la totalidad de las constancias que integraban el exhorto *******.

17. Por auto de diecinueve de julio de dos mil veinticuatro7, se tuvo al 

**** ******* ***** *** ****** ************ ******** *** ******, 

remitiendo las constancias que le fueron requeridas.

18. En proveído de quince de noviembre de dos mil veinticuatro8, se 

tuvo a la Jefa de la Oficina Jurídica de la  ******* ******** ** ******** 

*********** ****** ******* remitiendo la tarjeta de control de asistencia 

**********, correspondiente al mes de abril de dos mil veinticuatro, a 

nombre de  ******* ****** ****** ****** ; en el mismo proveído, se 

solicitó a la denúnciate exhibiera el original de la cédula de notificación 

número  **********, además, se acordaron las manifestaciones de la 

mencionada  ****** ******, en el sentido de que no era posible darle 

acceso al expediente como coadyuvante.

19. Por auto de veinte de junio de dos mil veinticinco9, se tuvo a la 

denunciante dando cumplimiento al requerimiento efectuado, y se le 

previno para que en el termino de diez días proporcionara el domicilio y el 

nombre de las personas que pudieran corroborar que el día y hora en la 

5 Foja 18 del legajo.
6 Foja 19 del legajo.
7 Foja 42 del legajo.
8 Foja 45 del legajo.
9 Foja 71 del legajo.
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que se realizó la presunta notificación, se encontraba en su centro de 

trabajo y de contar con las videograbaciones de la entrada de su domicilio 

en el día y hora de la diligencia cuestionada, las exhibiera.

20. Mediante escritos presentados el tres de julio de dos mil 
veinticinco10, la denunciante solicitó copias del expediente y manifestó no 

contar con cámaras de videograbación fuera de su domicilio, empero, 

proporcionó el nombre y domicilio de dos testigos, que correspondían a sus 

superiores jerárquicos, los cuales solicitó fueran citados por conducto de la 

autoridad.

21. Por acuerdo de veintiséis de septiembre de dos mil veinticinco11, 
se estableció que mediante acta entrega-recepción de cinco de septiembre 

de dos mil veinticinco, la Contraloría del Consejo de la Judicatura del Poder 

Judicial del Estado remitió al Tribunal de Disciplina Judicial los expedientes 

de investigación administrativa en trámite, incluyendo los que se 

encontraban en etapa de investigación, entre estos el expediente de 

investigación administrativa número  *******, el cual  para efectos de 

control y seguimiento en ese Órgano, quedó identificado con el número 

********

22. Asimismo, no se acordó de conformidad el escrito de solicitud de 

copias de la denunciante; respecto de un segundo memorial, mediante el 

cual manifestó no contar con cámaras de videograbación, además realizó el 

señalamiento de dos testigos, sin embargo, se determinó que dado lo 

resuelto en el juicio de amparo número 1224/2025 del índice de este 

juzgado, en el sentido de que concluyera la integración del expediente lo 

más pronto posible, determinó resolver con los elementos de prueba que 

obran en autos.

23. Posteriormente, se analizaron los hechos denunciados en los que se 

expresaron la actuaria ***** ********* *** ******* , firmó la notificación 

que tiene como número de cédula **********, correspondiente al exhorto 

número  **********, radicado en el Juzgado Segundo Civil del Primer 

10 Fojas 99, 100 y 101 del legajo.
11 Foja 110 -114 del legajo
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10

Departamento Judicial del Estado, en el cual asentó que a las nueve horas 

con cincuenta minutos del dieciocho de abril del año dos mil  ************* 

*** 
******
* * 
*** 
******
* *** 
**** 
******
** 
******
* 
****** 
****** 

******, el referido exhorto y su notificación, empero que esa notificación 

no se realizó en las circunstancias apuntadas, ya que ese día dieciocho de 

abril de dos mil veinticuatro, la citada ****** ******, se encontraba en su 

centro de trabajo.

24. La responsable consideró que, era dable tomar en cuenta que el 

Actuario Judicial goza de fe pública, por tanto, con el objeto de acreditar 

que no asentaron datos verídicos, se debía contar con pruebas idóneas y 

suficientes para desvirtuarlo,  no obstante la tarjeta checadora a nombre de 

la denunciante, no contaba con eficacia demostrativa suficiente, pues 

únicamente se registraba su salida y entrada; además, se  hizo patente que 

en el propio procedimiento administrativo se le había notificado 

personalmente a la denunciante, en diversos horarios, en el mismo 

domicilio señalado en la diligencia cuestionada.

25. Así, se concluyó la inexistencia de la falta administrativa y se 

determinó la conclusión y archivo del expediente.

26. Inconforme con dicha determinación, la denunciante interpuso 

recurso de inconformidad, en el que como agravios señaló sustancialmente 

una deficiencia en la investigación, al abstenerse en requerir a los testigos 

señalados. 

27. Mediante resolución de veintiséis de marzo de dos mil veintiséis, se 

declaró infundado el recurso de inconformidad y se confirmó el acuerdo 

impugnado de veintiséis de septiembre de dos mil veinticinco.

28. Hasta aquí los antecedentes del acto reclamado.

OCTAVO. Estudio de constitucionalidad del acto reclamado. 

29. En este considerando se examinarán los conceptos de violación 

contenidos en la demanda de amparo, cuya transcripción es innecesaria, ya 

que en la Ley de Amparo no existe disposición que así lo establezca para 
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cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, 

basta con su estudio y respuesta vinculada a los planteamientos 

propuestos por la parte quejosa.12

30. Ahora bien, la parte quejosa aduce que el acto reclamado transgrede 

los dispositivos principales 1, 8, 13, 14, 16 y 17, dado que se vulneran los 

principios de congruencia, fundamentación, motivación y exhaustividad; 

pues afirma que la autoridad responsable no interpretó correctamente los 

efectos del diverso juicio de amparo 1224/2025 del índice de este juzgado, 

los cuales no eximían a la autoridad investigadora de la función de 

investigar.

31. Es fundado el concepto de violación –atendiendo a su causa de 

pedir– y suficiente para regir el sentido del fallo, razón por la cual resulta 

innecesario atender los conceptos de violación restantes, ya que a criterio 

de este órgano jurisdiccional, reporta mayor beneficio para la parte 

quejosa. 

32. Sirve de apoyo, por identidad de razón jurídica, la jurisprudencia 

P./J. 3/2005 del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXI, 

Febrero de 2005, página 5, que dice:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN EN AMPARO DIRECTO. EL ESTUDIO DE 
LOS QUE DETERMINEN SU CONCESIÓN DEBE ATENDER AL PRINCIPIO 
DE MAYOR BENEFICIO, PUDIÉNDOSE OMITIR EL DE AQUELLOS QUE 
AUNQUE RESULTEN FUNDADOS, NO MEJOREN LO YA ALCANZADO 
POR EL QUEJOSO, INCLUSIVE LOS QUE SE REFIEREN A 
CONSTITUCIONALIDAD DE LEYES. De acuerdo con la técnica para resolver 
los juicios de amparo directo del conocimiento de los Tribunales Colegiados de 
Circuito, con independencia de la materia de que se trate, el estudio de los 
conceptos de violación que determinen su concesión debe atender al principio 
de mayor beneficio, pudiéndose omitir el de aquellos que, aunque resulten 
fundados, no mejoren lo ya alcanzado por el quejoso, inclusive los que se 
refieren a constitucionalidad de leyes. Por tanto, deberá quedar al prudente 
arbitrio del órgano de control constitucional determinar la preeminencia en el 
estudio de los conceptos de violación, atendiendo a la consecuencia que para 
el quejoso tuviera el que se declararan fundados. Con lo anterior se pretende 
privilegiar el derecho contenido en el artículo 17, segundo párrafo, de la 

12 Véase la jurisprudencia 2a./J.58/2010 de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, del rubro “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS 
PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES 
INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.”, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Novena Época, tomo XXXI, mayo de 2010, página 830, registro ius 164618
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Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, consistente en 
garantizar a los ciudadanos el acceso real, completo y efectivo a la 
administración de justicia, esto es, que en los diversos asuntos sometidos al 
conocimiento de los tribunales de amparo se diluciden de manera preferente 
aquellas cuestiones que originen un mayor beneficio jurídico para el 
gobernado, afectado con un acto de autoridad que al final deberá ser 
declarado inconstitucional.”

33. Ahora bien, para la calificativa del concepto de violación, es necesario 

señalar que el artículo 16 de la Norma Suprema impone a las autoridades 

la obligación constitucional de fundar y motivar los actos que emitan 

dentro del ámbito de sus competencias, entendiéndose por 

fundamentación, la cita de los preceptos legales aplicables al caso 

concreto y por motivación, la expresión de las circunstancias especiales, 

razones particulares o causas inmediatas que se consideraron para emitir 

el acto; siendo necesaria, además, la adecuación entre los motivos 

expuestos y las normas aplicables, para estimar configurada la hipótesis 

normativa.

34. Así, conforme al citado precepto constitucional, nadie puede ser 

molestado en su persona, propiedades o derechos, sino en virtud de un 

mandamiento escrito de autoridad competente que funde y motive la causa 

legal del procedimiento, lo que exige a todas las autoridades que apeguen 

sus actos a la ley y especifiquen la normativa de que se trata y los artículos 

que sirvan de apoyo al mandamiento relativo, así como los motivos y 
razones que tomen en consideración para emitir su fallo en 
determinado sentido, para así cumplir con los requisitos formales 

contenidos en dicho derecho humano.

35. Tiene aplicación, al respecto, la jurisprudencia 204, sustentada por la 

Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en la 

página 166, tomo VI, del Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 

1917-2000, que señala:

“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. De acuerdo al artículo 16 de la 
Constitución Federal todo acto de autoridad debe estar adecuado y 
suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha 
de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y, por el 
segundo, que deben señalarse, con precisión, las circunstancias 
especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido 
en consideración para la emisión del acto; siendo necesario, demás, que 
exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es 
decir, que en el caso concreto se configuren las hipótesis normativas”.
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36. Es necesario distinguir entre la falta y la indebida fundamentación y 

motivación; toda vez que por lo primero, se entiende la ausencia total de la 

cita de la norma en que se apoya una resolución y de las circunstancias 

especiales o razones particulares que se tuvieron en cuenta para su 

emisión; mientras que, la diversa hipótesis se actualiza cuando en la 

sentencia o acto se citan preceptos legales, pero no son aplicables al caso 

concreto y se exponen las razones que la autoridad tuvo para dictar la 

resolución, pero no corresponden al caso específico, objeto de decisión, o 

bien, cuando no existe adecuación entre los motivos invocados en el acto 

de autoridad y las normas aplicables a éste.

37. Sirve de apoyo, el criterio jurisprudencial número I.6o.C. J/52, 

sustentado por el Sexto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer 

Circuito, Novena Época, consultable en la página 2127, Tomo XXV, Enero 

de 2007, al Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, que a la letra 

dice: 

“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. SU DISTINCIÓN ENTRE SU 
FALTA Y CUANDO ES INDEBIDA. Debe distinguirse entre la falta y la 
indebida fundamentación y motivación; toda vez que por lo primero se 
entiende la ausencia total de la cita de la norma en que se apoya una 
resolución y de las circunstancias especiales o razones particulares que 
se tuvieron en cuenta para su emisión; mientras que la diversa hipótesis 
se actualiza cuando en la sentencia o acto se citan preceptos legales, 
pero no son aplicables al caso concreto y se exponen las razones que la 
autoridad tuvo para dictar la resolución, pero no corresponden al caso 
específico, objeto de decisión, o bien, cuando no existe adecuación entre 
los motivos invocados en el acto de autoridad y las normas aplicables a 
éste.”

38. En ese sentido, los artículos 97 párrafo primero, 102 y 115 de la Ley 

de Responsabilidades Administrativas del Estado de Yucatán13, disponen 

13 Artículo 97. Mecanismos para iniciar investigaciones
La investigación por la probable responsabilidad de Faltas administrativas iniciará de oficio, por denuncia o 
derivado de las auditorías practicadas por parte de las autoridades competentes o, en su caso, de auditores 
externos. (…)

Artículo 102. Practica de investigaciones y auditorías
Para el cumplimiento de sus atribuciones, las Autoridades investigadoras llevarán de oficio las auditorías o 
investigaciones debidamente fundadas y motivadas respecto de las conductas de los servidores públicos y 
particulares que puedan constituir responsabilidades administrativas en el ámbito de su competencia. Lo anterior 
sin menoscabo de las investigaciones que se deriven de las denuncias a que se hace referencia en el Capítulo 
anterior.

Artículo 115. Determinación de existencia o inexistencia de probables faltas administrativas
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que la investigación por la probable responsabilidad de faltas 

administrativas iniciará de oficio, por denuncia o derivado de las auditorías 

practicadas por parte de las autoridades competentes o de auditores 

externos.

39. Señalan que, para el cumplimiento de sus atribuciones, las 

autoridades investigadoras llevarán de oficio las auditorías o 
investigaciones debidamente fundadas y motivadas respecto de las 
conductas de los servidores públicos y particulares que puedan 

constituir responsabilidades administrativas en el ámbito de su competencia

40. Lo anterior con independencia de las investigaciones que se deriven 

de las denuncias a que refiere el numeral 97 de la misma legislación.

41. Indican que, una vez concluidas las diligencias de investigación, las 

autoridades investigadoras procederán al análisis de los hechos, así como 

de la información recabada, a efecto de determinar en un acuerdo, la 

existencia o inexistencia de actos u omisiones que la Ley señale como falta 

administrativa y, en su caso, su calificación (grave o no grave).

42. Que una vez calificada la conducta y transcurrido el término para 

promover el recurso de inconformidad o encontrándose firme la resolución 

de este medio de impugnación, se incluirá la misma en el Informe de 

Probable Responsabilidad Administrativa y éste se presentará ante la 

autoridad substanciadora a efecto de iniciar el procedimiento de 

responsabilidad administrativa.

43. Si no se encontraren elementos suficientes para demostrar la 

existencia de la infracción y la probable responsabilidad del infractor, se 

emitirá un acuerdo de conclusión y archivo del expediente, sin perjuicio de 

Concluidas las diligencias de investigación, las autoridades investigadoras procederán al análisis de los hechos, 
así como de la información recabada, a efecto de determinar en un acuerdo, la existencia o inexistencia de actos 
u omisiones que la Ley señale como falta administrativa y, en su caso, calificarla como grave o no grave.
Una vez calificada la conducta en los términos del párrafo anterior y transcurrido el término para promover el 
recurso de inconformidad o encontrándose firme la resolución de este medio de impugnación, se incluirá la misma 
en el Informe de Probable Responsabilidad Administrativa y este se presentará ante la autoridad substanciadora 
a efecto de iniciar el procedimiento de responsabilidad administrativa.
Si no se encontraren elementos suficientes para demostrar la existencia de la infracción y la probable 
responsabilidad del infractor, se emitirá un acuerdo de conclusión y archivo del expediente, sin perjuicio de que 
pueda abrirse nuevamente la investigación si se presentan nuevos indicios o pruebas y no hubiere prescrito la 
facultad para sancionar. Dicha determinación, en su caso, se notificará a los servidores públicos en su caso, a los 
particulares sujetos a la investigación, así como al denunciante cuando fuere identificable, dentro los diez días 
hábiles siguientes a su emisión.
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que pueda abrirse nuevamente la investigación si se presentan nuevos 

indicios o pruebas y no hubiere prescrito la facultad para sancionar.

44. Determinación que, en su caso, se notificará a los servidores públicos 

o los particulares sujetos a la investigación, así como al denunciante 

cuando fuere identificable, dentro los diez días hábiles siguientes a su 

emisión.

45. Sentado lo anterior, se tiene que la resolución reclamada se sustentó 

sustancialmente en las siguientes consideraciones:

46. – Señaló que era parcialmente fundado el motivo de disenso de la 

denunciante, relativo a que la autoridad investigadora debió de allegarse de 

las pruebas que se habían considerado desahogar en acuerdo de veinte de 

junio de dos mil veinticinco, relativas a los testigos que pudieran corroborar 

que el día y hora de la presunta diligencia de notificación, la denunciante se 

encontraba en su centro de trabajo.

47. – Al respecto, consideró que la ahí recurrente había promovido el 

juicio de amparo número 1224/2025, del índice de este Juzgado Sexto de 

Distrito en el Estado, en contra del Titular de la Unidad Investigadora de la 

Contraloría del Consejo de la Judicatura del Poder Judicial del Estado, y 

que en atención a los efectos para los que se concedió, a saber: que se 

concluyera con la integración del expediente número 33/2024 y analizados 

los hechos investigados se determinara la existencia o inexistencia de actos 

u omisiones que la ley señale como falta administrativa y en su caso su 

calificación, fue que se emitió la resolución de conclusión y archivo en los 

términos y con los medios de prueba que se encontraban en el expediente, 

sin poder allegarse de las declaraciones de los testigos ofrecidos por la 

denunciante.

48. – Agregó, que el informe que realizó la ******* ******** ** ******** 

*********** ****** ****** ***** *******  de la Universidad Autónoma de 

México,  contenido en el oficio número  **********************, de 

fecha catorce de mayo del año dos mil veinticuatro, signado por el 

secretario de la Escuela Nacional de Estudios Superiores, Unidad Mérida, 
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perteneciente a la *********** ******** ** ****** , en el cual comunicó 

que la denunciante el día dieciocho de abril de dos mil veinticuatro, registró 

la entrada a sus labores a las ocho horas con treinta minutos y la salida a 

las quince horas,  no era un documento público, por lo que no hacia prueba 

plena respecto de la información contenida. Aunado a que la información 

contenida no era suficiente para demostrar plenamente que ese día la 

denunciante se encontraba en su lugar de trabajo a las nueve horas con 

cincuenta minutos, hora en la que ocurrió la diligencia cuestionada.

49. – Consideró, que no fue posible para la autoridad investigadora 

determinar con claridad que la actuaria **** ******* incurrió en falsedad al 

levantar la actuación cuestionada, pues no se desvirtuó la fe pública con la 

que cuenta como servidora pública en el ejercicio de su función, por lo que 

no era procedente determinar la existencia del hecho denunciado.

50. – Sostuvo que, el comparativo de las diligencias efectuadas durante 

la investigación en el mismo domicilio de la diligencia cuestionada, no 

resultaba violatorio, en virtud, de que la certeza de que la notificación 

cuestionada de fecha dieciocho de abril del año dos mil veinticuatro, no fue 

desvirtuada con dato de prueba idóneo.

51. – Compartió la consideración de la autoridad investigadora en el 

sentido que de la tarjeta de asistencia de la denunciante  ********** del 

mes de abril del año dos mil veinticuatro, solo era dable advertir que el día 

dieciocho de abril del año dos mil veinticuatro  ******* ****** ****** 

******, registró, en su centro laboral, su entrada a las ocho horas con 

treinta minutos, y  su salida a las quince horas, empero, existía la 

posibilidad de que en algún momento se ausentara de dicho centro laboral.

52. – Concluyó, que el Órgano de Investigación de Responsabilidades 

Administrativas del Tribunal de Disciplina Judicial del Poder Judicial del 

Estado, fundamento y motivó su determinación de fecha veintiséis de 

septiembre del año dos mil veinticinco, al establecer la conclusión y archivo 

del expediente, ante la falta de elementos para demostrar la existencia de 

la infracción y acreditar la presunta responsabilidad de la persona 

infractora, en virtud de lo resuelto en el juicio de amparo número 1224/2025 

del Juzgado Sexto de Distrito del Estado de Yucatán, en el sentido de que 

se concluyera lo antes posible el expediente de investigación.
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53. De las consideraciones apuntadas se aprecia que el punto toral para 

declarar infundado el recurso de inconformidad, fue que si bien había 

pruebas pendientes que desahogar y que las que obraban en autos no eran 

concluyen, no fue posible desahogar las pruebas testimoniales pendientes 

ya que era imperativo concluir con la investigación en virtud de la ejecutoria 

de amparo 1224/2025, del índice de este juzgado.

54.  Ahora bien, en el diverso juicio de amparo 1224/2025, al que se hace 

referencia en la resolución reclamada, se estableció que la quejosa 

interpuso formal denuncia administrativa –por hechos presuntamente 

atribuibles a  ***** ********* **** *******  en funciones de Actuaria 

adscrita a la Central de Actuaria de los Juzgados Civiles, Mercantiles y 

Familiares del Primer Departamento Judicial del Estado– ante la Unidad 
Investigadora de la Contraloría del Consejo de la Judicatura del Poder 
Judicial del Estado de Yucatán, en fecha cuatro de junio de dos mil 

veinticuatro, radicándose bajo el número 33/2024, el cual se encontraba, en 

esa temporalidad, en etapa de investigación.

55. Se consideró que en el expediente administrativo de origen se había 

actualizado una paralización, y en atención a esa dilación, la protección 

constitucional fue concedida para se concluyera con la integración del 

expediente número 33/2024, y analizados los hechos investigados se  

determinara en un acuerdo, la existencia o inexistencia de actos u 
omisiones que la Ley señale como falta administrativa y, en su caso, 
su calificación (grave o no grave).

56. De lo anterior se aprecia que la concesión del amparo 1224/2025 de 

este índice, no implicaba que se cerrara la investigación, sino que se 

realizaran las diligencias necesarias para concluirla, es decir, que se 

desarrollaran oportunamente las acciones para integrar el expediente de 

origen, como lo es el desahogo de pruebas.

57. En efecto, uno de los agravios de la recurrente fue que no se 

desahogaron las testimoniales de sus superiores jerárquicos, al respecto 

cabe señalar que según lo acordado en auto de veinte de junio de dos mil 
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veinticinco14, las referidas pruebas se encontraban relacionadas con el 

hecho de corroborar que en el día y la hora que se realizó la presunta 

notificación, la denunciante  se encontraba en su centro de trabajo.

58. Al respecto, si bien en la resolución reclamada se consideró 

parcialmente fundado ese agravio, se estimó que en atención a los efectos 

la concesión del amparo 1224/2025 de este índice, fue que se emitió la 

resolución de conclusión y archivo, en los términos y con los medios de 

prueba que se encontraban en el expediente, sin poder allegar de las 

declaraciones de los testigos ofrecidos por la denunciante; sin embargo, los 

efectos de dicha ejecutoria no implicaba que se concluyera con la 

investigación sino que se realizara con la oportunidad debida.

59. En ese orden de ideas, la motivación de la resolución reclamada en el 

sentido de que la autoridad investigadora se vio en la necesidad de resolver 

con lo que obrara en el autos del expediente de origen, en virtud de la 

ejecutoria de amparo en comento, no se comparte, pues la autoridad 

investigadora no estaba limitada a cerrar la investigación y resolver, sino a 

concluir la investigación lo antes posible. 

60. En virtud de lo expuesto, lo procedente es conceder la protección 

constitucional solicitada, para los efectos que se precisaran en el siguiente 

considerando.

NOVENO. Efectos de la protección constitucional.

61. En términos del artículo 77 de la Ley de Amparo, en la sentencia que 

conceda el amparo, el juzgador deberá determinar con precisión los efectos 

del mismo. En ese tenor, la concesión de amparo será para el efecto de 

que la Comisión Especial del Tribunal de Disciplina Judicial del Poder 
Judicial del Estado de Yucatán, realice lo siguiente:

62. a) Deje insubsistente la resolución reclamada de veintiséis de marzo 

de dos mil veintiséis, que declaró infundado el recurso de inconformidad 

14 Foja 71.
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interpuesto por la denunciante aquí quejosa en contra del acuerdo de 

veintiséis de septiembre de dos mil veinticinco.

63. b) Siguiendo los lineamientos expuestos en esta resolución, emita 

otra en la que, con libertad de decisión, se pronuncie sobre los agravios de 

la denunciante en el proceso de investigación administrativa de origen, 

prescindiendo de la interpretación efectuada respecto de la ejecutoria de 

amparo 1224/2025.

64. Por lo antes expuesto y fundado, con fundamento en los artículos 63, 

74 a 76 y 78 de la Ley de Amparo, se

R E S U E L V E:

ÚNICO. La Justicia de la Unión ampara y protege a  ******* ****** 

****** ******, contra actos de la Comisión Especial del Tribunal de 
Disciplina Judicial del Poder Judicial del Estado de Yucatán, con 

residencia en esta ciudad, por los motivos expuestos en el considerando 

octavo de este fallo, para los efectos señalados en el último considerando 

de esta sentencia.

NOTIFÍQUESE PERSONALMENTE

Así lo resolvió y firma, Ricardo Ruiz del Hoyo Chávez, Juez Sexto de 

Distrito en el Estado de Yucatán, hasta hoy, veinticuatro de agosto de 
dos mil veintiséis, en que lo permitieron las labores del Juzgado, ante 

Azucena Sosa García, que autoriza y da fe. Dos firmas electrónicas con 
evidencia criptográfica.******

La suscrita persona secretaria Azucena Sosa García, certifico: que esta foja corresponde a la parte 
final de la sentencia dictada el veinticuatro de agosto de dos mil veintiséis, en autos del juicio de 
amparo indirecto 735/2026, y en la misma fecha se libraron los oficios 28119. Doy fe.

Asimismo, hago constar: que con fundamento en el artículo 28 del Acuerdo General del Pleno del 
Órgano de Administración Judicial que regula la integración y trámite del expediente electrónico y el 
uso de videoconferencias en todos los asuntos competencia de los órganos jurisdiccionales a cargo 
del Órgano, la presente resolución se firmó en la hora que consta en la evidencia criptográfica, en que 
lo permitieron las laborales de este órgano jurisdiccional. Conste.
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“2026, Año de Margarita Maza Parada”

OFICIO(S):

28119/2026 COMISION ESPECIAL DEL TRIBUNAL DE DISCIPLINA 
JUDICIAL DEL PODER JUDICIAL DEL ESTADO DE YUCATÁN   
(AUTORIDAD RESPONSABLE) 

MÉRIDA, YUCATÁN.

En vía de notificación, para su conocimiento y efectos legales del caso, 
con el presente remito a usted, copia autorizada de la resolución 
pronunciada el día de hoy, en el juicio de amparo indirecto 735/2026, 
promovido por ******* ******  ****** ******* en el que se 
resolvió lo siguiente: 

R E S U E L V E:

ÚNICO. La Justicia de la Unión ampara y protege a  ******* ****** 

****** ******, contra actos de la Comisión Especial del Tribunal de 
Disciplina Judicial del Poder Judicial del Estado de Yucatán, con 

residencia en esta ciudad, por los motivos expuestos en el considerando 

octavo de este fallo, para los efectos señalados en el último considerando 

de esta sentencia.

Mérida, Yucatán; veinticuatro de agosto de dos mil veintiséis.

Atentamente.

__________________________
  Azucena Sosa García.

La persona secretaria del Juzgado Sexto de 
Distrito en el Estado de Yucatán.

[Firmado electrónicamente]
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JUZGADO SEXTO DE DISTRITO
EN EL ESTADO DE YUCATÁN

CONSTANCIA DE NOTIFICACIÓN DE LA SENTENCIA DICTADA EL  
veinticuatro de agosto de dos mil veintiséis, EN AUTOS DEL JUICIO DE 

AMPARO INDIRECTO 735/2026.

OFICIO(S):

28119/2026 COMISION ESPECIAL DEL TRIBUNAL DE DISCIPLINA 
JUDICIAL DEL PODER JUDICIAL DEL ESTADO DE YUCATÁN   
(AUTORIDAD RESPONSABLE) 

MÉRIDA, YUCATÁN.
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COPIA AUTORIZADA

Mérida, Yucatán; veinticuatro de agosto de dos mil veintiséis. 

V i s t o s para resolver los autos del juicio de amparo 735/2026 del índice del Juzgado Sexto de 
Distrito en el Estado de Yucatán, con residencia en esta ciudad, promovido por  ******* ****** 
****** ******* contra actos de la Comisión Especial del Tribunal de Disciplina Judicial del 
Poder Judicial del Estado de Yucatán, con residencia en esta ciudad.

R E S U L T A N D O

PRIMERO. Presentación de la demanda de amparo

El dieciséis de abril de dos mil veintiséis,15 en el buzón judicial de la Oficina de Correspondencia 
Común de los Juzgados de Distrito en el Estado de Yucatán, con residencia en esta ciudad, se 
depositó la demanda de amparo presentada por ******* ****** ****** ******, contra actos de la 
Comisión Especial del Tribunal de Disciplina Judicial del Poder Judicial del Estado de Yucatán, 
por considerarlos violatorios de los derechos fundamentales que precisó.

SEGUNDO. Trámite de la demanda

Por razón de turno, la demanda fue enviada en este Juzgado Sexto de Distrito en el Estado de 
Yucatán. En acuerdo de veinte de abril de dos mil veintiséis, se registró con el número de expediente 
735/2026 y se previno a la parte quejosa para que señalara nombre y domicilio de la parte tercera 
interesada.

Luego, previo desahogo de prevención, en acuerdo de veintiocho siguiente se admitió a trámite; se 
dio la intervención legal que compete al Agente del Ministerio Público de la Federación adscrito, se 
emplazó a la persona tercera interesada; y, finalmente, en se celebró la audiencia constitucional al 
tenor del acta que antecede; y

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO. Competencia

65. Este Juzgado Sexto de Distrito en el Estado de Yucatán, con residencia en Mérida, es 
competente para conocer y resolver en definitiva este amparo, de conformidad con lo dispuesto por 
los artículos 103, fracción I, y 107, fracción III, inciso b), de la Constitución Federal; 33, fracción IV, 37, 
107, fracción II, de la Ley de Amparo; 46 y demás relativos de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 
Federación, con relación a los acuerdos 104/2022 y 03/2013 del Pleno del Consejo de la Judicatura 
Federal, relativo a la determinación del número y límites Territoriales de los Circuitos Judiciales en que 
se divide la República Mexicana, y al número, a la Jurisdicción y Especialización por Materia de los 
Tribunales de Circuito y de los Juzgados de Distrito.

SEGUNDO. Precisión de los actos reclamados

66. El artículo 74, fracción I, de la Ley de Amparo, establece que en las sentencias que se dicten 
en los juicios de amparo, el Juzgador deberá indicar en forma clara y precisa el acto reclamado, para 
lo cual interpretará el escrito de demanda en su integridad, con un sentido de liberalidad y no 
restrictivo, e incluso con la totalidad de la información del expediente del juicio, para determinar con 
exactitud la intención del promovente y, de esta forma, armonizar los datos y los elementos que lo 
conforman, sin cambiar su alcance y contenido.16

67. En ese sentido, del estudio íntegro de la demanda, se advierte que la parte quejosa reclama lo 
siguiente: 

AUTORIDADES ACTO

15 Foja 1
16 Al respecto, es aplicable la tesis aislada P. VI/2004 del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de 
rubro: “ACTOS RECLAMADOS. REGLAS PARA SU FIJACIÓN CLARA Y PRECISA EN LA SENTENCIA DE 
AMPARO”; Consultable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, tomo XIX, abril 
de 2004, página 255, registro 181810.
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RESPONSABLES RECLAMADO

Comisión Especial del Tribunal de 
Disciplina Judicial del Poder 
Judicial del Estado de Yucatán

► La resolución de veintiséis de marzo de dos mil 
veintiséis dictada en el recurso de inconformidad 
1/2026, con la que confirmó el acuerdo de veintiséis 
de septiembre de dos mil veinticinco, emitido por 
el Titular del Órgano de Investigación del Tribunal de 
Disciplina Judicial del Poder Judicial del Estado, en el 
que se determinó la inexistencia de la falta 
administrativa atribuida a  ***** ********* **** 
******* en funciones de Actuaria adscrita a la Central 
de Actuaria de los Juzgado Civiles, Mercantiles y 
Familiares del Primer Departamento Judicial del 
Estado,   denunciada por la aquí quejosa.

TERCERO. Certeza del acto reclamado.

68. Al rendir su informe justificado, el Magistrado Presidente de la Comisión Especial del 
Tribunal de Disciplina Judicial del Poder Judicial del Estado de Yucatán, con sede en esta 
ciudad, señaló que no son ciertos los actos reclamados; sin embargo, dicha negativa se desvirtúa, 
toda vez que de las manifestaciones que realizó para sustentar su legalidad, se evidencian su 
existencia.

69. Certeza que se corrobora con las documentales que remitió junto con sus informes de ley, 
consistentes en las copias certificadas de las constancias que forman parte del expediente de 
investigación administrativa 33/2024. Documentales a las que se les otorga valor probatorio pleno por 
tratarse de documentos públicos , de conformidad con los artículos 312, fracción VIII, 313, y 344 del 
Código Nacional de Procedimientos Civiles y Familiares, de aplicación supletoria, por disposición 
expresa del numeral 2º de la Ley de Amparo.

70. Lo anterior con fundamento también en lo dispuesto por el Pleno Regional en Materias 
Administrativa y Civil de la Región Centro Sur, en la tesis de jurisprudencia localizable en la base de 
datos digital del Semanario Judicial de la Federación, con registro número 2032044:

“SUPLETORIEDAD EN EL JUICIO DE AMPARO. EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 2o. DE 
LA LEY DE AMPARO, ES APLICABLE EL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS 
CIVILES Y FAMILIARES DE FORMA INMEDIATA A PARTIR DE SU ENTRADA EN VIGOR, 
SIN ESTAR CONDICIONADA A LA DECLARATORIA DE INICIO DE VIGENCIA PREVISTA 
EN SUS ARTÍCULOS TRANSITORIOS.

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios 
contradictorios al determinar qué legislación resulta aplicable de manera supletoria en el juicio 
de amparo o en los recursos que de él deriven, conforme al artículo 2o. de la Ley de Amparo. 
Mientras uno estimó que era aplicable de manera supletoria el Código Federal de 
Procedimientos Civiles, no obstante que el citado precepto, en su redacción actual, remite al 
Código Nacional de Procedimientos Civiles y Familiares, ya que la declaratoria general de 
entrada en vigor de este código aún no acontecía; el otro sostuvo que debía aplicarse 
supletoriamente el Código Nacional de Procedimientos Civiles y Familiares de forma 
inmediata, pues el texto del numeral era claro y categórico, por lo que no procedía 
reinterpretarle, ni añadir condiciones que no estaban en su letra. 

Criterio jurídico: En términos del artículo 2o. de la Ley de Amparo, reformado mediante 
decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 13 de marzo de 2025, el Código 
Nacional de Procedimientos Civiles y Familiares es aplicable de manera supletoria al juicio de 
amparo y a los recursos que de él deriven, de forma inmediata y sin que su aplicación esté 
condicionada a la declaratoria de inicio de vigencia prevista en sus disposiciones transitorias.

Justificación: El juicio de amparo es un medio de control constitucional, cuyo fundamento y 
regulación se encuentran en la Constitución, y se desarrolla en la Ley de Amparo. Por tanto, 
no puede ser regulado, limitado o condicionado por otras leyes, aunque tengan igual jerarquía.

La Ley de Amparo vigente, a partir de la reforma citada, ya no prevé como legislación 
supletoria al Código Federal de Procedimientos Civiles, sino al Código Nacional de 
Procedimientos Civiles y Familiares. 

Así, la declaratoria de inicio de vigencia prevista en el artículo segundo transitorio del 
mencionado código nacional, está diseñada para la gradualidad de su operación como 
legislación procesal principal en procedimientos ordinarios, no para impedir su empleo como 
ordenamiento supletorio contemplado por una ley especial reglamentaria de la Constitución. 
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En el entendido de que la implementación gradual, capacitación e infraestructura a que 
responde el régimen transitorio del Código Nacional de Procedimientos Civiles y Familiares, se 
vincula con su funcionamiento como normativa procesal principal en materias civil y familiar.

De ahí que el régimen transitorio de un código procesal nacional (pensado para justicia 
ordinaria) no puede condicionar la forma en que la Ley de Amparo decide colmar sus lagunas 
procesales mediante supletoriedad, exigiendo congruencia con sus principios. Para que opere 
dicha supletoriedad, deben cumplirse con los requisitos establecidos en la tesis de 
jurisprudencia 2a./J. 34/2013 (10a.), emitida por la extinta Segunda Sala de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, de rubro: "SUPLETORIEDAD DE LAS LEYES. REQUISITOS PARA 
QUE OPERE.".

Máxime que cuando el legislador quiso sujetar reformas en materia de homologación 
normativa, al esquema de declaratorias graduales del Código Nacional, lo estableció 
expresamente en un decreto diverso. Ese tratamiento no se reprodujo en la aludida reforma a 
la Ley de Amparo, lo que refuerza la conclusión de su operatividad inmediata.”

CUARTO. Oportunidad para ejercer la acción constitucional

71. Los artículos 17 y 18 de la Ley de Amparo, establecen los plazos para promover el juicio de 
amparo, y la forma en que se computarán los términos para la presentación de la demanda, el cual, en 
todos los casos comenzará desde el día siguiente al en que: (1) haya surtido efectos la notificación al 
quejoso del acto o resolución que reclame, conforme a la ley del acto; (2) el quejoso haya tenido 
conocimiento del acto reclamado, y (3) el inconforme se haya ostentado sabedor de los actos. Así, el 
plazo para ejercer la acción de amparo es de quince días, al no ubicarse el acto reclamado en alguno 
de los supuestos de excepción descritos por el artículo 17 de la Ley de Amparo. 

72. En el particular, el acto reclamado fue notificado a la parte quejosa, a través de cedula de 
notificación el treinta y uno de marzo de dos mil veintiséis, por lo que surtió sus efectos al día hábil 
siguiente, de conformidad con el artículo 7317 de la Ley de lo Contencioso.

73. Por lo que el término de quince días transcurrió del siete al veintisiete de abril de dos mil 
veintiséis, sin computarse los sábados y domingos, que mediaron entre esas fechas, por ser 
inhábiles, conforme al artículo 19 de la Ley de Amparo, ni los días uno, dos y tres de abril del año en 
curso, al haberse declarado como inhábiles por el Pleno del Órgano de Administración Judicial, de ahí 
que si la demanda de amparo se presentó el dieciséis de abril de dos mil veintiséis, es evidente 
que se presentó en tiempo. 

QUINTO. Consideración previa.

74. Cabe señalar, que el acto reclamado deriva de un procedimiento de responsabilidad 
administrativa, al respecto el artículo 9718, párrafo primero, de la Ley de Responsabilidades 
Administrativas del Estado de Yucatán, establece que éste podrá inicial de oficio o por denuncia, de 
ahí que surja la interrogante respecto del interés jurídico de la parte denunciante, en actos derivados 
de dicho procedimiento.

75. Al respecto, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver la 
contradicción de tesis 253/2020, indicó que la naturaleza y finalidades de la figura del denunciante, 
de la etapa de investigación y del procedimiento de responsabilidad administrativa es que sea un 
contrapeso a las autoridades del Sistema Nacional de Anticorrupción; es decir, pueden impugnar la 
decisión en la investigación o en la resolución de la denuncia o queja interpuesta.

76. Dicho análisis dio a lugar a la jurisprudencia 2a./J. 33/2021 (10a.), emitida por la referida 
Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, consultable en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, libro 4, agosto de 2021, tomo IV, página 3856, con registro digital 2023419, 
que se transcribe a continuación:

17 Artículo 73.- Las notificaciones surtirán sus efectos, el día hábil siguiente a aquél en que fueren 
hechas. En el caso de las notificaciones realizadas por medio del Boletín Jurisdiccional, surtirán sus 
efectos conforme a lo previsto en el artículo 69 de esta Ley.

18 Artículo 97. Mecanismos para iniciar investigaciones 
La investigación por la probable responsabilidad de Faltas administrativas iniciará de oficio, por 
denuncia o derivado de las auditorías practicadas por parte de las autoridades competentes o, en su 
caso, de auditores externos.  
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 “RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS. EL DENUNCIANTE TIENE INTERÉS JURÍDICO PARA 
PROMOVER EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO CONTRA LA DETERMINACIÓN DE NO INICIAR 
LA INVESTIGACIÓN RELATIVA (LEGISLACIÓN VIGENTE A PARTIR DEL 2016).

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes, al analizar si conforme a la Ley General 
de Responsabilidades Administrativas, el denunciante cuenta con interés necesario para promover 
amparo indirecto contra la decisión de la autoridad de no iniciar la investigación de responsabilidad 
administrativa llegaron a conclusiones distintas, toda vez que uno de ellos determinó que el quejoso 
carece de interés, ya que la Suprema Corte de Justicia de la Nación se pronunció sobre esta cuestión en 
las jurisprudencias 2a./J. 1/2006, 2a./J. 124/2008 y 2a./J. 41/2019 (10a.), mientras que el otro determinó 
que el denunciante sí cuenta con interés en el amparo. 

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que el 
denunciante sí cuenta con interés jurídico para impugnar en amparo indirecto las determinaciones de la 
autoridad investigadora de no iniciar la investigación de responsabilidad administrativa. 

Justificación: Lo anterior, ya que conforme al nuevo régimen de responsabilidades, el denunciante ha 
dejado de ser un simple vigilante para convertirse ahora en un actor central del control de la acción 
pública y combate a la corrupción; de ahí que se le otorgó una participación activa tanto en la etapa de 
investigación, como en el procedimiento de responsabilidad administrativa, al grado tal que cuenta con la 
posibilidad de alegar en audiencias, aportar pruebas, interponer medios de defensa y, en general, 
realizar cualquier acto que resulte ser necesario para la defensa de sus pretensiones. Por tanto, al 
constituirse como una figura fundamental en el control de la acción administrativa, el denunciante está 
legitimado para promover amparo indirecto contra la determinación de no iniciar la investigación relativa. 
De ahí que las razones que daban sustento a las jurisprudencias 2a./J. 1/2006, 2a./J. 124/2008 y 2a./J. 
41/2019 (10a.), resultan inaplicables bajo el nuevo régimen de responsabilidades administrativas. 
Finalmente, se precisa que para acudir al amparo indirecto resulta necesario, además, que se actualice 
alguna excepción al principio de definitividad que así lo permita.”.

77. Ahora, si bien es cierto el criterio que se cita analiza la Ley General de Responsabilidades 
Administrativas, resulta aplicable al caso que nos ocupa, ya que la ley local también contempla la 
figura de la parte denunciante; en ese orden de ideas, es dable sostener que la aquí quejosa cuenta 
con interés jurídico para instar la acción constitucional en contra de la resolución dictada en el recurso 
de inconformidad que constituye el acto reclamado.

SEXTO. Causales de improcedencia.

78. En el caso a estudio, si bien la autoridad responsable señaló que se actualiza la causal de 
improcedencia prevista en la fracción XXI del artículo 61 de la Ley de Amparo, al considerar que han 
cesado los efectos del acto reclamado, así como la prevista en el artículo 63, fracción IV, al resultar 
inexiste el mismo, dado que determinó la conclusión y archivo del expediente, dichas causas de 
improcedencia resultan infundadas, ya que ha criterio de este órgano jurisdiccional en el considerando 
tercero de esta resolución se desvirtúo la inexistencia del acto reclamado, aunado a que en el caso 
que no ocupa no se reclamó una falta de acceso al expediente o una omisión en el procedimiento, 
sino una determinación, la cual es existente y sigue generando su efectos jurídicos, de ahí que no 
pueda considerarse su cesación como causa de improcedencia.

SÉPTIMO. Antecedentes del acto reclamado.

79. De las constancias remitidas por la autoridad responsable se advierte que en audiencia de 
cuatro de junio de dos mil veinticuatro19,  ******* ****** ******* ***** z ratificó la denuncia 
administrativa por hechos presuntamente atribuibles a ***** ********* **** ******* , en funciones 
de Actuaria adscrita a la Central de Actuaría de los Juzgados Civiles, Mercantiles y Familiares del 
Primer Departamento Judicial del Estado.

80. En acuerdo de doce de junio de dos mil veinticuatro20, se dio inicio a la investigación, y se 
requirió al Director de la  ******* ******** ** ******** *********** ****** ******* *** **** ** 
******* ******* ***** *** ****** ************ ******** *** ****** , para que dentro del término de 
diez días hábiles: el primero, proporcionara la tarjeta checadora de entrada y salida de la denunciante; 
y, el segundo, remitiera copia certificada de la totalidad de las constancias que integraban el exhorto 
*******.

81. Por auto de diecinueve de julio de dos mil veinticuatro21, se tuvo al **** ******* ***** *** 
****** ************ ******** *** ******, remitiendo las constancias que le fueron requeridas.

19 Foja 18 del legajo.
20 Foja 19 del legajo.
21 Foja 42 del legajo.
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82. En proveído de quince de noviembre de dos mil veinticuatro22, se tuvo a la Jefa de la 
Oficina Jurídica de la ******* ******** ** ******** *********** ****** ******* remitiendo la tarjeta 
de control de asistencia  **********, correspondiente al mes de abril de dos mil veinticuatro, a 
nombre de  ******* ****** ****** ****** ; en el mismo proveído, se solicitó a la denúnciate 
exhibiera el original de la cédula de notificación número  **********, además, se acordaron las 
manifestaciones de la mencionada ****** ******, en el sentido de que no era posible darle acceso al 
expediente como coadyuvante.

83. Por auto de veinte de junio de dos mil veinticinco23, se tuvo a la denunciante dando 
cumplimiento al requerimiento efectuado, y se le previno para que en el termino de diez días 
proporcionara el domicilio y el nombre de las personas que pudieran corroborar que el día y hora en la 
que se realizó la presunta notificación, se encontraba en su centro de trabajo y de contar con las 
videograbaciones de la entrada de su domicilio en el día y hora de la diligencia cuestionada, las 
exhibiera.

84. Mediante escritos presentados el tres de julio de dos mil veinticinco24, la denunciante 
solicitó copias del expediente y manifestó no contar con cámaras de videograbación fuera de su 
domicilio, empero, proporcionó el nombre y domicilio de dos testigos, que correspondían a sus 
superiores jerárquicos, los cuales solicitó fueran citados por conducto de la autoridad.

85. Por acuerdo de veintiséis de septiembre de dos mil veinticinco25, se estableció que 
mediante acta entrega-recepción de cinco de septiembre de dos mil veinticinco, la Contraloría del 
Consejo de la Judicatura del Poder Judicial del Estado remitió al Tribunal de Disciplina Judicial los 
expedientes de investigación administrativa en trámite, incluyendo los que se encontraban en etapa de 
investigación, entre estos el expediente de investigación administrativa número *******, el cual  para 
efectos de control y seguimiento en ese Órgano, quedó identificado con el número ********

86. Asimismo, no se acordó de conformidad el escrito de solicitud de copias de la denunciante; 
respecto de un segundo memorial, mediante el cual manifestó no contar con cámaras de 
videograbación, además realizó el señalamiento de dos testigos, sin embargo, se determinó que dado 
lo resuelto en el juicio de amparo número 1224/2025 del índice de este juzgado, en el sentido de que 
concluyera la integración del expediente lo más pronto posible, determinó resolver con los elementos 
de prueba que obran en autos.

87. Posteriormente, se analizaron los hechos denunciados en los que se expresaron la actuaria 
***** ********* *** ******* , firmó la notificación que tiene como número de cédula **********, 
correspondiente al exhorto número  **********, radicado en el Juzgado Segundo Civil del Primer 
Departamento Judicial del Estado, en el cual asentó que a las nueve horas con cincuenta minutos del 
dieciocho de abril del año dos mil ************* *** ******* * *** ******* *** **** ******** ******* 
****** ****** ******, el referido exhorto y su notificación, empero que esa notificación no se realizó 
en las circunstancias apuntadas, ya que ese día dieciocho de abril de dos mil veinticuatro, la citada 
****** ******, se encontraba en su centro de trabajo.

88. La responsable consideró que, era dable tomar en cuenta que el Actuario Judicial goza de fe 
pública, por tanto, con el objeto de acreditar que no asentaron datos verídicos, se debía contar con 
pruebas idóneas y suficientes para desvirtuarlo,  no obstante la tarjeta checadora a nombre de la 
denunciante, no contaba con eficacia demostrativa suficiente, pues únicamente se registraba su salida 
y entrada; además, se  hizo patente que en el propio procedimiento administrativo se le había 
notificado personalmente a la denunciante, en diversos horarios, en el mismo domicilio señalado en la 
diligencia cuestionada.

89. Así, se concluyó la inexistencia de la falta administrativa y se determinó la conclusión y 
archivo del expediente.

90. Inconforme con dicha determinación, la denunciante interpuso recurso de inconformidad, en el 
que como agravios señaló sustancialmente una deficiencia en la investigación, al abstenerse en 
requerir a los testigos señalados. 

22 Foja 45 del legajo.
23 Foja 71 del legajo.
24 Fojas 99, 100 y 101 del legajo.
25 Foja 110 -114 del legajo
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91. Mediante resolución de veintiséis de marzo de dos mil veintiséis, se declaró infundado el 
recurso de inconformidad y se confirmó el acuerdo impugnado de veintiséis de septiembre de dos mil 
veinticinco.

92. Hasta aquí los antecedentes del acto reclamado.

OCTAVO. Estudio de constitucionalidad del acto reclamado. 

93. En este considerando se examinarán los conceptos de violación contenidos en la demanda de 
amparo, cuya transcripción es innecesaria, ya que en la Ley de Amparo no existe disposición que así 
lo establezca para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, basta 
con su estudio y respuesta vinculada a los planteamientos propuestos por la parte quejosa.26

94. Ahora bien, la parte quejosa aduce que el acto reclamado transgrede los dispositivos 
principales 1, 8, 13, 14, 16 y 17, dado que se vulneran los principios de congruencia, fundamentación, 
motivación y exhaustividad; pues afirma que la autoridad responsable no interpretó correctamente los 
efectos del diverso juicio de amparo 1224/2025 del índice de este juzgado, los cuales no eximían a la 
autoridad investigadora de la función de investigar.

95. Es fundado el concepto de violación –atendiendo a su causa de pedir– y suficiente para regir 
el sentido del fallo, razón por la cual resulta innecesario atender los conceptos de violación 
restantes, ya que a criterio de este órgano jurisdiccional, reporta mayor beneficio para la parte 
quejosa. 

96. Sirve de apoyo, por identidad de razón jurídica, la jurisprudencia P./J. 3/2005 del 
Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Tomo XXI, Febrero de 2005, página 5, que dice:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN EN AMPARO DIRECTO. EL ESTUDIO DE LOS QUE DETERMINEN 
SU CONCESIÓN DEBE ATENDER AL PRINCIPIO DE MAYOR BENEFICIO, PUDIÉNDOSE OMITIR 
EL DE AQUELLOS QUE AUNQUE RESULTEN FUNDADOS, NO MEJOREN LO YA ALCANZADO 
POR EL QUEJOSO, INCLUSIVE LOS QUE SE REFIEREN A CONSTITUCIONALIDAD DE LEYES. De 
acuerdo con la técnica para resolver los juicios de amparo directo del conocimiento de los Tribunales 
Colegiados de Circuito, con independencia de la materia de que se trate, el estudio de los conceptos de 
violación que determinen su concesión debe atender al principio de mayor beneficio, pudiéndose omitir el 
de aquellos que, aunque resulten fundados, no mejoren lo ya alcanzado por el quejoso, inclusive los que 
se refieren a constitucionalidad de leyes. Por tanto, deberá quedar al prudente arbitrio del órgano de 
control constitucional determinar la preeminencia en el estudio de los conceptos de violación, atendiendo 
a la consecuencia que para el quejoso tuviera el que se declararan fundados. Con lo anterior se 
pretende privilegiar el derecho contenido en el artículo 17, segundo párrafo, de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, consistente en garantizar a los ciudadanos el acceso real, completo y 
efectivo a la administración de justicia, esto es, que en los diversos asuntos sometidos al conocimiento 
de los tribunales de amparo se diluciden de manera preferente aquellas cuestiones que originen un 
mayor beneficio jurídico para el gobernado, afectado con un acto de autoridad que al final deberá ser 
declarado inconstitucional.”

97. Ahora bien, para la calificativa del concepto de violación, es necesario señalar que el artículo 
16 de la Norma Suprema impone a las autoridades la obligación constitucional de fundar y motivar 
los actos que emitan dentro del ámbito de sus competencias, entendiéndose por fundamentación, la 
cita de los preceptos legales aplicables al caso concreto y por motivación, la expresión de las 
circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se consideraron para emitir 
el acto; siendo necesaria, además, la adecuación entre los motivos expuestos y las normas aplicables, 
para estimar configurada la hipótesis normativa.

98. Así, conforme al citado precepto constitucional, nadie puede ser molestado en su persona, 
propiedades o derechos, sino en virtud de un mandamiento escrito de autoridad competente que 
funde y motive la causa legal del procedimiento, lo que exige a todas las autoridades que apeguen sus 
actos a la ley y especifiquen la normativa de que se trata y los artículos que sirvan de apoyo al 
mandamiento relativo, así como los motivos y razones que tomen en consideración para emitir 
su fallo en determinado sentido, para así cumplir con los requisitos formales contenidos en dicho 
derecho humano.

26 Véase la jurisprudencia 2a./J.58/2010 de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, del rubro “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS 
PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES 
INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.”, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Novena Época, tomo XXXI, mayo de 2010, página 830, registro ius 164618
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99. Tiene aplicación, al respecto, la jurisprudencia 204, sustentada por la Segunda Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en la página 166, tomo VI, del Apéndice al Semanario 
Judicial de la Federación 1917-2000, que señala:

“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. De acuerdo al artículo 16 de la Constitución Federal todo 
acto de autoridad debe estar adecuado y suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo 
primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y, por el segundo, 
que deben señalarse, con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas 
inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto; siendo necesario, 
demás, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en 
el caso concreto se configuren las hipótesis normativas”.

100. Es necesario distinguir entre la falta y la indebida fundamentación y motivación; toda vez que 
por lo primero, se entiende la ausencia total de la cita de la norma en que se apoya una resolución y 
de las circunstancias especiales o razones particulares que se tuvieron en cuenta para su emisión; 
mientras que, la diversa hipótesis se actualiza cuando en la sentencia o acto se citan preceptos 
legales, pero no son aplicables al caso concreto y se exponen las razones que la autoridad tuvo para 
dictar la resolución, pero no corresponden al caso específico, objeto de decisión, o bien, cuando no 
existe adecuación entre los motivos invocados en el acto de autoridad y las normas aplicables a éste.

101. Sirve de apoyo, el criterio jurisprudencial número I.6o.C. J/52, sustentado por el Sexto Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, Novena Época, consultable en la página 2127, Tomo 
XXV, Enero de 2007, al Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, que a la letra dice: 

“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. SU DISTINCIÓN ENTRE SU FALTA Y CUANDO ES 
INDEBIDA. Debe distinguirse entre la falta y la indebida fundamentación y motivación; toda vez 
que por lo primero se entiende la ausencia total de la cita de la norma en que se apoya una 
resolución y de las circunstancias especiales o razones particulares que se tuvieron en cuenta para 
su emisión; mientras que la diversa hipótesis se actualiza cuando en la sentencia o acto se citan 
preceptos legales, pero no son aplicables al caso concreto y se exponen las razones que la 
autoridad tuvo para dictar la resolución, pero no corresponden al caso específico, objeto de 
decisión, o bien, cuando no existe adecuación entre los motivos invocados en el acto de autoridad 
y las normas aplicables a éste.”

102. En ese sentido, los artículos 97 párrafo primero, 102 y 115 de la Ley de Responsabilidades 
Administrativas del Estado de Yucatán27, disponen que la investigación por la probable 
responsabilidad de faltas administrativas iniciará de oficio, por denuncia o derivado de las auditorías 
practicadas por parte de las autoridades competentes o de auditores externos.

103. Señalan que, para el cumplimiento de sus atribuciones, las autoridades investigadoras 
llevarán de oficio las auditorías o investigaciones debidamente fundadas y motivadas respecto 
de las conductas de los servidores públicos y particulares que puedan constituir responsabilidades 
administrativas en el ámbito de su competencia

27 Artículo 97. Mecanismos para iniciar investigaciones
La investigación por la probable responsabilidad de Faltas administrativas iniciará de oficio, por denuncia o 
derivado de las auditorías practicadas por parte de las autoridades competentes o, en su caso, de auditores 
externos. (…)

Artículo 102. Practica de investigaciones y auditorías
Para el cumplimiento de sus atribuciones, las Autoridades investigadoras llevarán de oficio las auditorías o 
investigaciones debidamente fundadas y motivadas respecto de las conductas de los servidores públicos y 
particulares que puedan constituir responsabilidades administrativas en el ámbito de su competencia. Lo anterior 
sin menoscabo de las investigaciones que se deriven de las denuncias a que se hace referencia en el Capítulo 
anterior.

Artículo 115. Determinación de existencia o inexistencia de probables faltas administrativas
Concluidas las diligencias de investigación, las autoridades investigadoras procederán al análisis de los hechos, 
así como de la información recabada, a efecto de determinar en un acuerdo, la existencia o inexistencia de actos 
u omisiones que la Ley señale como falta administrativa y, en su caso, calificarla como grave o no grave.
Una vez calificada la conducta en los términos del párrafo anterior y transcurrido el término para promover el 
recurso de inconformidad o encontrándose firme la resolución de este medio de impugnación, se incluirá la misma 
en el Informe de Probable Responsabilidad Administrativa y este se presentará ante la autoridad substanciadora 
a efecto de iniciar el procedimiento de responsabilidad administrativa.
Si no se encontraren elementos suficientes para demostrar la existencia de la infracción y la probable 
responsabilidad del infractor, se emitirá un acuerdo de conclusión y archivo del expediente, sin perjuicio de que 
pueda abrirse nuevamente la investigación si se presentan nuevos indicios o pruebas y no hubiere prescrito la 
facultad para sancionar. Dicha determinación, en su caso, se notificará a los servidores públicos en su caso, a los 
particulares sujetos a la investigación, así como al denunciante cuando fuere identificable, dentro los diez días 
hábiles siguientes a su emisión.
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104. Lo anterior con independencia de las investigaciones que se deriven de las denuncias a que 
refiere el numeral 97 de la misma legislación.

105. Indican que, una vez concluidas las diligencias de investigación, las autoridades 
investigadoras procederán al análisis de los hechos, así como de la información recabada, a efecto de 
determinar en un acuerdo, la existencia o inexistencia de actos u omisiones que la Ley señale como 
falta administrativa y, en su caso, su calificación (grave o no grave).

106. Que una vez calificada la conducta y transcurrido el término para promover el recurso de 
inconformidad o encontrándose firme la resolución de este medio de impugnación, se incluirá la 
misma en el Informe de Probable Responsabilidad Administrativa y éste se presentará ante la 
autoridad substanciadora a efecto de iniciar el procedimiento de responsabilidad administrativa.

107. Si no se encontraren elementos suficientes para demostrar la existencia de la infracción y la 
probable responsabilidad del infractor, se emitirá un acuerdo de conclusión y archivo del expediente, 
sin perjuicio de que pueda abrirse nuevamente la investigación si se presentan nuevos indicios o 
pruebas y no hubiere prescrito la facultad para sancionar.

108. Determinación que, en su caso, se notificará a los servidores públicos o los particulares 
sujetos a la investigación, así como al denunciante cuando fuere identificable, dentro los diez días 
hábiles siguientes a su emisión.

109. Sentado lo anterior, se tiene que la resolución reclamada se sustentó sustancialmente en las 
siguientes consideraciones:

110. – Señaló que era parcialmente fundado el motivo de disenso de la denunciante, relativo a que 
la autoridad investigadora debió de allegarse de las pruebas que se habían considerado desahogar en 
acuerdo de veinte de junio de dos mil veinticinco, relativas a los testigos que pudieran corroborar que 
el día y hora de la presunta diligencia de notificación, la denunciante se encontraba en su centro de 
trabajo.

111. – Al respecto, consideró que la ahí recurrente había promovido el juicio de amparo número 
1224/2025, del índice de este Juzgado Sexto de Distrito en el Estado, en contra del Titular de la 
Unidad Investigadora de la Contraloría del Consejo de la Judicatura del Poder Judicial del Estado, y 
que en atención a los efectos para los que se concedió, a saber: que se concluyera con la integración 
del expediente número 33/2024 y analizados los hechos investigados se determinara la existencia o 
inexistencia de actos u omisiones que la ley señale como falta administrativa y en su caso su 
calificación, fue que se emitió la resolución de conclusión y archivo en los términos y con los medios 
de prueba que se encontraban en el expediente, sin poder allegarse de las declaraciones de los 
testigos ofrecidos por la denunciante.

112. – Agregó, que el informe que realizó la ******* ******** ** ******** *********** ****** 
****** ***** *******  de la Universidad Autónoma de México,  contenido en el oficio número 
**********************, de fecha catorce de mayo del año dos mil veinticuatro, signado por el 
secretario de la Escuela Nacional de Estudios Superiores, Unidad Mérida, perteneciente a la 
*********** ******** ** ******, en el cual comunicó que la denunciante el día dieciocho de abril de 
dos mil veinticuatro, registró la entrada a sus labores a las ocho horas con treinta minutos y la salida a 
las quince horas,  no era un documento público, por lo que no hacia prueba plena respecto de la 
información contenida. Aunado a que la información contenida no era suficiente para demostrar 
plenamente que ese día la denunciante se encontraba en su lugar de trabajo a las nueve horas con 
cincuenta minutos, hora en la que ocurrió la diligencia cuestionada.

113. – Consideró, que no fue posible para la autoridad investigadora determinar con claridad que la 
actuaria **** ******* incurrió en falsedad al levantar la actuación cuestionada, pues no se desvirtuó la 
fe pública con la que cuenta como servidora pública en el ejercicio de su función, por lo que no era 
procedente determinar la existencia del hecho denunciado.

114. – Sostuvo que, el comparativo de las diligencias efectuadas durante la investigación en el 
mismo domicilio de la diligencia cuestionada, no resultaba violatorio, en virtud, de que la certeza de 
que la notificación cuestionada de fecha dieciocho de abril del año dos mil veinticuatro, no fue 
desvirtuada con dato de prueba idóneo.

115. – Compartió la consideración de la autoridad investigadora en el sentido que de la tarjeta de 
asistencia de la denunciante ********** del mes de abril del año dos mil veinticuatro, solo era dable 
advertir que el día dieciocho de abril del año dos mil veinticuatro  ******* ****** ****** ****** , 
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registró, en su centro laboral, su entrada a las ocho horas con treinta minutos, y  su salida a las quince 
horas, empero, existía la posibilidad de que en algún momento se ausentara de dicho centro laboral.

116. – Concluyó, que el Órgano de Investigación de Responsabilidades Administrativas del 
Tribunal de Disciplina Judicial del Poder Judicial del Estado, fundamento y motivó su determinación de 
fecha veintiséis de septiembre del año dos mil veinticinco, al establecer la conclusión y archivo del 
expediente, ante la falta de elementos para demostrar la existencia de la infracción y acreditar la 
presunta responsabilidad de la persona infractora, en virtud de lo resuelto en el juicio de amparo 
número 1224/2025 del Juzgado Sexto de Distrito del Estado de Yucatán, en el sentido de que se 
concluyera lo antes posible el expediente de investigación.

117. De las consideraciones apuntadas se aprecia que el punto toral para declarar infundado el 
recurso de inconformidad, fue que si bien había pruebas pendientes que desahogar y que las que 
obraban en autos no eran concluyen, no fue posible desahogar las pruebas testimoniales pendientes 
ya que era imperativo concluir con la investigación en virtud de la ejecutoria de amparo 1224/2025, del 
índice de este juzgado.

118.  Ahora bien, en el diverso juicio de amparo 1224/2025, al que se hace referencia en la 
resolución reclamada, se estableció que la quejosa interpuso formal denuncia administrativa –por 
hechos presuntamente atribuibles a ***** ********* **** ******* en funciones de Actuaria adscrita 
a la Central de Actuaria de los Juzgados Civiles, Mercantiles y Familiares del Primer Departamento 
Judicial del Estado– ante la Unidad Investigadora de la Contraloría del Consejo de la Judicatura 
del Poder Judicial del Estado de Yucatán, en fecha cuatro de junio de dos mil veinticuatro, 
radicándose bajo el número 33/2024, el cual se encontraba, en esa temporalidad, en etapa de 
investigación.

119. Se consideró que en el expediente administrativo de origen se había actualizado una 
paralización, y en atención a esa dilación, la protección constitucional fue concedida para se 
concluyera con la integración del expediente número 33/2024, y analizados los hechos investigados 
se  determinara en un acuerdo, la existencia o inexistencia de actos u omisiones que la Ley 
señale como falta administrativa y, en su caso, su calificación (grave o no grave).

120. De lo anterior se aprecia que la concesión del amparo 1224/2025 de este índice, no implicaba 
que se cerrara la investigación, sino que se realizaran las diligencias necesarias para concluirla, es 
decir, que se desarrollaran oportunamente las acciones para integrar el expediente de origen, como lo 
es el desahogo de pruebas.

121. En efecto, uno de los agravios de la recurrente fue que no se desahogaron las testimoniales 
de sus superiores jerárquicos, al respecto cabe señalar que según lo acordado en auto de veinte de 
junio de dos mil veinticinco28, las referidas pruebas se encontraban relacionadas con el hecho de 
corroborar que en el día y la hora que se realizó la presunta notificación, la denunciante  se 
encontraba en su centro de trabajo.

122. Al respecto, si bien en la resolución reclamada se consideró parcialmente fundado ese 
agravio, se estimó que en atención a los efectos la concesión del amparo 1224/2025 de este índice, 
fue que se emitió la resolución de conclusión y archivo, en los términos y con los medios de prueba 
que se encontraban en el expediente, sin poder allegar de las declaraciones de los testigos ofrecidos 
por la denunciante; sin embargo, los efectos de dicha ejecutoria no implicaba que se concluyera con la 
investigación sino que se realizara con la oportunidad debida.

123. En ese orden de ideas, la motivación de la resolución reclamada en el sentido de que la 
autoridad investigadora se vio en la necesidad de resolver con lo que obrara en el autos del 
expediente de origen, en virtud de la ejecutoria de amparo en comento, no se comparte, pues la 
autoridad investigadora no estaba limitada a cerrar la investigación y resolver, sino a concluir la 
investigación lo antes posible. 

124. En virtud de lo expuesto, lo procedente es conceder la protección constitucional solicitada, 
para los efectos que se precisaran en el siguiente considerando.

NOVENO. Efectos de la protección constitucional.

28 Foja 71.

A
Z

U
C

E
N

A
 SO

SA
 G

A
R

C
IA

706a6620636a66330000000000000000000185f9
17/05/29 11:29:56

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



34

125. En términos del artículo 77 de la Ley de Amparo, en la sentencia que conceda el amparo, el 
juzgador deberá determinar con precisión los efectos del mismo. En ese tenor, la concesión de 
amparo será para el efecto de que la Comisión Especial del Tribunal de Disciplina Judicial del 
Poder Judicial del Estado de Yucatán, realice lo siguiente:

126. a) Deje insubsistente la resolución reclamada de veintiséis de marzo de dos mil veintiséis, que 
declaró infundado el recurso de inconformidad interpuesto por la denunciante aquí quejosa en contra 
del acuerdo de veintiséis de septiembre de dos mil veinticinco.

127. b) Siguiendo los lineamientos expuestos en esta resolución, emita otra en la que, con libertad 
de decisión, se pronuncie sobre los agravios de la denunciante en el proceso de investigación 
administrativa de origen, prescindiendo de la interpretación efectuada respecto de la ejecutoria de 
amparo 1224/2025.

128. Por lo antes expuesto y fundado, con fundamento en los artículos 63, 74 a 76 y 78 de la Ley 
de Amparo, se

R E S U E L V E:

ÚNICO. La Justicia de la Unión ampara y protege a ******* ****** ****** ******, contra actos de 
la Comisión Especial del Tribunal de Disciplina Judicial del Poder Judicial del Estado de 
Yucatán, con residencia en esta ciudad, por los motivos expuestos en el considerando octavo de este 
fallo, para los efectos señalados en el último considerando de esta sentencia.

NOTIFÍQUESE PERSONALMENTE

Así lo resolvió y firma, Ricardo Ruiz del Hoyo Chávez, Juez Sexto de Distrito en el Estado de 
Yucatán, hasta hoy, veinticuatro de agosto de dos mil veintiséis, en que lo permitieron las 
labores del Juzgado, ante Azucena Sosa García, que autoriza y da fe. Dos firmas electrónicas con 
evidencia criptográfica.******
La persona secretaria certifica y hace constar que la presente copia es una transcripción fiel y 
exacta de la resolución dictada el día de hoy, en el juicio de amparo citado al rubro, misma que 
autorizo y firmo. Doy fe.

Lo que comunico a Usted en vía de notificación y efectos legales correspondientes.

Mérida, Yucatán; veinticuatro de agosto de dos mil veintiséis.

Atentamente.

__________________________
  Azucena Sosa García.

La persona secretaria del Juzgado Sexto de 
Distrito en el Estado de Yucatán.

[Firmado electrónicamente]
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aEl veinticuatro de agosto de dos mil veintiseis, la licenciada Azucena Sosa

García, Secretario(a), con adscripción en el Juzgado Sexto de Distrito en el
Estado de Yucatán, con residencia en Mérida, hago constar y certifico que en
esta versión pública no existe información clasificada como confidencial o
reservada en términos de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la
Información Pública. Conste.


